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REFORMAR PARA DOMINAR: LA DISPUTA POR LA DEMOCRACIA ELECTORAL EN MÉXICO

L a iniciativa de reforma constitucional en materia 
electoral que presentó la presidenta Claudia Shein-
baum el 4 de marzo de 2026 significó, en lo que 

toca a la integración del Congreso de la Unión, un intento 
de revertir los avances realizados en más de seis décadas 
para abrir la conformación parlamentaria al pluralismo 
real de la sociedad mexicana. El hecho de que la Cámara 
de Diputados rechazara la iniciativa el 11 de marzo, al no 
obtener dos terceras partes de los votos de los legislado-
res presentes, es una buena noticia para la democracia 
mexicana. Mas el hecho de que la presidenta que llegó a 
su cargo con el mayor porcentaje de voto ciudadano en lo 
que va del siglo XXI haya pretendido lastimar uno de los 
pilares de la democratización de México hace necesario 
dejar en negro sobre blanco un análisis de su malograda 
intención.

I. El contenido de la propuesta

1.1. La Cámara de Diputados

El artículo 52 de la Constitución vigente establece: “La 
Cámara de Diputados estará integrada por 300 diputa-
das y diputados electos según el principio de votación 
mayoritaria relativa, mediante el sistema de distritos 
electorales uninominales, así como por 200 diputadas y 
diputados que serán electos según el principio de repre-
sentación proporcional, mediante el Sistema de Listas 
Regionales, votadas en circunscripciones plurinomina-
les”. Eso se dejó intacto en la propuesta de reforma, no 
así el siguiente artículo.

Se pretendió modificar el artículo 53, que ahora esta-
blece: “Para la elección de los 200 diputados y diputa-
das según el principio de representación proporcional y 
el Sistema de Listas Regionales, se constituirán cinco 
circunscripciones electorales plurinominales en el país 

conformadas de acuerdo con el principio de paridad, y 
encabezadas alternadamente entre mujeres y hombres 
cada periodo electivo. La Ley determinará la forma de 
establecer la demarcación territorial de estas circunscrip-
ciones”. El cambio consistía en eliminar el concepto de 
“sistema de listas regionales”.

Además, se añadía lo siguiente: “La elección de las 200 
diputaciones según el principio de representación pro-
porcional se ajustará a lo siguiente: a) 100 que no obtu-
vieron el triunfo en el distrito en el que participaron, 
ordenados porcentualmente de manera decreciente con-
forme a la votación distrital válida emitida de su propio 
partido en esa misma elección, y b) 100 por votación 
directa en cinco circunscripciones regionales, en donde 
se integrarán las diputaciones electas por las ciudadanas 
y ciudadanos residentes en el extranjero”.

Y en el artículo 54, base III, se especificaría: “La asigna-
ción de las 200 diputaciones será alternada de acuerdo 
al inciso a) y b) anteriores. Iniciará con la relación de 
personas que no habiendo obtenido un triunfo, obtuvie-
ron los mejores porcentajes de votación distrital emitida 
de su partido político, por circunscripción, alternada con 
el sistema de mayor porcentaje de votación individual 
correspondiente. Las diputaciones elegidas por las ciu-
dadanas y los ciudadanos que residen fuera del territorio 
nacional se asignarán al partido político que corresponda, 
en cada circunscripción, iniciando por aquella en la que el 
partido haya obtenido un mayor porcentaje de votación. 
La ley establecerá las reglas a observar para realizar los 
ajustes necesarios en la asignación que corresponda a 
los partidos”.

1.2. El Senado

El artículo 56 de la Constitución vigente define que el 
Senado se integrará por 126 legisladores. Por cada una de 
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las 32 entidades federativas, “dos serán elegidos según 
el principio de votación mayoritaria relativa y uno será 
asignado a la primera minoría”, lo que da 96 senadores. 
La Carta Magna añade que: “Las treinta y dos senadurías 
restantes serán elegidas según el principio de represen-
tación proporcional, mediante el sistema de listas vota-
das en una sola circunscripción plurinominal nacional”. 

En la iniciativa de la presidenta Sheinbaum desapa-
recían los últimos 32 senadores contemplados por la 
Constitución. 

II. En sentido contrario a la historia 
de la democratización

El diseño vigente de la integración del Congreso de la 
Unión es fruto de un amplio proceso de reformas que 
buscaron que el pluralismo político real de la sociedad 
mexicana tuviera una expresión formal en los órganos de 
representación. Sin pluralismo en el parlamento no hay 
democracia real.

Hasta inicio de la década de los años sesenta del siglo 
pasado, la Cámara de Diputados se conformaba sólo por 
300 diputaciones uninominales o de mayoría relativa. A 
partir de 1963 se crea la figura de diputados de par-
tido, que se otorgaban de la siguiente manera: el partido 
minoritario que obtuviera 2.5% de la votación recibiría 
cinco diputados y uno más por cada medio punto porcen-
tual adicional de votos, hasta un tope de veinte legislado-
res. A partir de 1971 el umbral para conseguir diputados 
de partido se redujo a 1.5% (Becerra, Salazar y Wolden-
berg 2000, p. 115).

En 1977, con la reforma de la apertura política, se incor-
poran los diputados plurinominales, con 100 legisladores 
que se sumaban a los 300 uninominales. Después, a par-
tir de 1988 los plurinominales fueron 200, para dar los 
500 existentes hasta la fecha.

En 1996 se determinó que ningún partido —o coalición, 
porque éstas eran consideradas como un solo partido 
para la asignación de plurinominales— pudiera tener 
más de 300 legisladores por ambos principios, ni acce-
der a un porcentaje de diputaciones superior en ocho 
puntos a su porcentaje de votos.

Como se ve, la ampliación de la representación propor-
cional a partir de listas partidistas fue la llave para intro-
ducir la pluralidad efectiva de la sociedad en la Cámara 
de Diputados. Pluralismo y fortalecimiento del sistema de 
partidos fue la combinación.

Con este diseño, entre 1997 y 2018 ningún partido tuvo 
la mayoría simple de la Cámara de Diputados, lo que 
hizo efectiva la división de poderes y el contrapeso del 
Congreso al Ejecutivo.

El Senado se conformó hasta 1988 por dos senado-
res por entidad federativa, 64 en total, asignados a la 
fuerza más votada. Así, ese año, con apenas 49% de 
la votación nacional al Senado, el PRI se hizo con 60 
legisladores, el 94%.

En 1994 la democratización llegó al Senado para incluir 
por primera vez a fuerzas minoritarias de las entidades 
federativas, de las cuales saldrían cuatro legisladores: 
tres para el primer lugar y uno para el segundo par-
tido más votado. Luego, a partir de 1996, se alcanzó el 
diseño actual que también permitió, entre 2000 y 2018, 
la ausencia de mayorías partidistas en la Cámara Alta. 
Y si bien en 2018 y 2024 hubo mayoría de la coalición 
gobernante, en ningún caso obtuvo la mayoría calificada.

III. Las omisiones de la reforma: no 
corregir la sobrerrepresentación

Si algo se ha discutido de forma intensa del sistema 
electoral mexicano en los últimos siete años, cuando 
menos, es el de la sobrerrepresentación en la Cámara de 
Diputados. Ese debate se intensificó cuando, en 2024, 
con 54% del voto ciudadano la coalición de Morena, el 
Partido del Trabajo y el Partido Verde se hizo –con la 
complicidad de las autoridades electorales– del 73% de 
las diputaciones, un exceso de 19%, más del doble del 
8% que permite la Constitución.

La propuesta de la presidenta Sheinbaum eludió ese 
tema de forma expresa, pues no buscó remover el 8% 
de sobrerrepresentación que aún permite el artículo 54 
de la Constitución, base V, y menos aún intentó que las 
coaliciones electorales no se beneficiaran de criterios que 
permiten superar con creces el límite de ocho puntos. 
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Es decir, los elementos que objetivamente se ha demos-
trado que conspiran contra una fiel expresión de la volun-
tad popular depositada en las urnas en su traducción en 
la integración de la Cámara de Diputados fueron ignora-
dos por el Ejecutivo.2

Podría decirse que si lo que ocurrió en 2024 benefició al 
gobierno, se entiende que no lo buscara cambiar. Pero 
en la historia de la democratización de México sí se vio 
lo contrario: que las reformas electorales se diseñaran 
precisamente para atender distintos reclamos de las 
oposiciones, que implicaron acabar con la imposibilidad 
de crear nuevos partidos y que hubiera canales para la 
representación de las minorías (1977), inyectar más plu-
ralismo en la Cámara (1986), la corrección de los proce-
dimientos electorales que ponían en duda la legalidad y 
legitimidad de los comicios (1990-91), que dieron lugar a 
la ciudadanización de la electoral federal (1994), la plena 
autonomía de las autoridades electorales y la construc-
ción de condiciones de equidad en la contienda (1996), 
la reducción de la influencia de los poderes fácticos en 
las campañas (2008) o la estandarización de la calidad y 
vigilancia de los comicios locales con los federales (2014). 

Es decir, cuando se hacen reformas electorales de inspi-
ración democrática se busca remover aquello que agrava 
a las oposiciones y que da ventajas indebidas o ilegales a 
quien está en el poder. Por eso tales reformas nacen con 
diagnósticos amplios y se construyen con una extensa e 
incluyente deliberación, hasta aprobarse por consenso. 
Ninguna de esas características puede identificarse en el 
procesamiento y en el contenido de la malhadada inicia-
tiva presidencial del 4 de marzo de 2026.

IV. Un resorte antipartidos y antipluralista

Aunque en el discurso que pronunció en el Zócalo el 
1° de octubre de 2024, día de su toma de posesión, la 
presidenta había anunciado su intención de desapare-
cer toda representación proporcional en ambas Cáma-
ras, en la iniciativa que finalmente presentó 17 meses 
después sólo buscó cambiar la forma de elección de 
doscientos diputados plurinominales y eliminar la lista 
nacional de 32 senadores.

Al presentar la iniciativa, antes de enviarla formalmente, 
en el ejercicio de comunicación que se conoce como “la 
mañanera”, la presidenta mostró unas láminas en las que 
se decía que los plurinominales serían elegidos directa-
mente. Se trató de una falacia, pues como se desprende 
del artículo 52 constitucional vigente, es una realidad que 
ya se eligen directamente los 300 de mayoría relativa y 
los 200 de representación proporcional.

El cambio introducido, entonces, se redujo a determi-
nar que de los doscientos plurinominales, cien se esco-
gerían de los distintos partidos en función del porcentaje 
de votación de los mejores segundos ganadores y otros 
cien en listas. Debido a que no se conoció la iniciativa de 
ley secundaria, no puede afirmarse que esas listas serían 
abiertas, como se llegó a mencionar, o cerradas. Pero la 
idea de que al menos cien legisladores no surjan de listas 
de los partidos, en buena medida viene de una pulsión 
antipartido, que señala que son los partidos los que con-
feccionan las listas plurinominales, lo cual además de ser 
una obviedad, no se hace cargo de que también son los 
que definen sus candidatos uninominales —así como las 
candidaturas a regidurías, alcaldías, gubernaturas, pre-
sidencia de la República—. Es decir, se busca acotar la 
facultad de los partidos para definir qué cuadros desean 
colocar en el Congreso.

En los sistemas parlamentarios, donde con frecuencia 
todos los legisladores son plurinominales, de lista, la ani-
madversión a los partidos suele ser menor. En cambio, 
en los países donde se han explorado las listas abiertas 
y donde se busca disminuir el rol de los partidos en la 
vida política, como sucede en varios de América Latina, 
las democracias ni son más estables, ni más legítimas 
ni más resilientes. Y ahí donde desaparecen los partidos 
no son sustituidos por virtuosos ciudadanos apartidistas, 
sino por regímenes de corte autoritario.

Sigue siendo cierto que sin partidos no hay democracia, 
por lo que las medidas que los dañan, lesionan al final la 
democracia y a los derechos y libertades de la ciudadanía 
que la democracia hace posible.

En el caso del Senado, la iniciativa de la presidenta Shein-
baum buscó apuntalar la sobrerrepresentación de la fuerza 

	 2	 Una obra que de forma clara documenta la manera en que se afectó en 2024 la traducción de votos a curules en la Cámara de Diputados es La 
inconstitucionalidad de la sobrerrepresentación excesiva en el Congreso de la Unión (Marván, Orozco y Valadés, 2025).
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más votada, en este caso la suya. Dado que el partido 
más votado en una entidad se hará con dos de tres sena-
dores, eso implica el 67% de la representación y a toda 
oposición, con independencia de su arraigo y presencia 
electoral, le tocará el 33%. Morena en 2024 recibió el 47% 
de los votos al Senado, pero dado que fue el partido más 
votado en 30 entidades y fue segunda fuerza en dos, con 
las reglas que proponía la iniciativa presidencial se habría 
hecho con 62 senadores, el 65% del total; esto es, habría 
logrado una sobrerrepresentación de 18%. Ese margen 
de sobrerrepresentación se traduciría, a su vez, en una 
subrepresentación de otras fuerzas políticas respecto a la 
votación popular recibida. 

Cuando resortes antipolíticos guían las reformas electo-
rales, la democracia se deteriora. Cuando el propósito es 
asfixiar la expresión del pluralismo, lo que sopla es un 
viento autoritario.

V. Apunte final

El fracaso de la iniciativa presidencial no puede verse 
sino como una buena noticia. Sin embargo, al día 
siguiente de la votación en la Cámara la propia titular 
del Ejecutivo anunció su intención de presentar otra ini-
ciativa que si bien no podrá modificar la integración del 
Congreso, sí puede generar afectaciones a la democracia 

representativa. Es el caso de encimar la revocación de 
mandato con la elección intermedia al Congreso. 

En México la revocación de mandato —en teoría una 
herramienta para que la ciudadanía inconforme con un 
gobernante pueda buscar su remoción anticipada— se ha 
usado en realidad como un instrumento desde el poder 
para autoafirmarse. Se ha tratado, así, de una simula-
ción democrática y de un fraude a la ley (Murayama, 
2025). Que ahora se busque que el ejercicio coincida 
con las votaciones a la Cámara de Diputados de 2027 y 
con múltiples elecciones locales, para llevar de nuevo a 
Sheinbaum a la boleta electoral, es una señal de cómo el 
gobierno y la presidenta pretenden ser parte directa del 
proceso electoral cuando en México, todavía, la Consti-
tución señala que los gobernantes deben permanecer al 
margen de los comicios y abstenerse de tratar de incidir 
en las preferencias de la ciudadanía.

Mientras tanto, el principal problema del sistema elec-
toral mexicano persiste: la sobrerrepresentación que 
atenta contra la igualdad política de los ciudadanos. 
La senda para corregir y mejorar el sistema electoral 
no puede sino ser la de una ruta democrática: delibe-
ración abierta, diálogo efectivo e incluyente, construc-
ción de consensos y no imposición. Un rumbo que llevó 
a México a la democracia y cuyo abandono lo perfiló al 
autoritarismo.




